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Bogotá D.C., octubre de 2023 
 
 
Señor (a): 
 
 
Asunto: Radicación:  23-374813 
  Trámite: 113 
  Evento:   0 
  Actuación: 440 
  Folios: 9 
 
Reciba cordial saludo 
 
De conformidad con lo previsto en el artículo 28 de la Ley 1437 de 2011, sustituido por el 
artículo 1 de la Ley 1755 de 2015, “por medio de la cual se regula el Derecho Fundamental de 
Petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo”, fundamento jurídico sobre el cual se funda la consulta objeto de la solicitud, 
procede la SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO a emitir un pronunciamiento, 
en los términos que a continuación se pasan a exponer:  
 

1. OBJETO DE LA CONSULTA 
 
Atendiendo a su solicitud radicada en esta Entidad, en la cual señala: 
 

“hice la compra de un movil,(sic) el cual se soplo ,(sic) y se curvo., en ningún 
momento le he dado mal manejo al equipo el cual no ha cumplico (sic)”  
 

Nos permitimos realizar las siguientes precisiones: 
 

2. CUESTIÓN PREVIA  
 

Reviste de gran importancia precisar en primer lugar que la SUPERINTENDENCIA DE 
INDUSTRIA Y COMERCIO a través de su Oficina Asesora Jurídica no le asiste la facultad de 
dirimir situaciones de carácter particular, debido a que, una lectura en tal sentido, implicaría la 
flagrante vulneración del debido proceso como garantía constitucional. 
 
Al respecto, la CORTE CONSTITUCIONAL ha establecido en la Sentencia C-542 de 2005: 
 

“Los conceptos emitidos por las entidades en respuesta a un derecho de petición de 
consulta no constituyen interpretaciones autorizadas de la ley o de un acto 
administrativo. No pueden reemplazar un acto administrativo. Dada la naturaleza 
misma de los conceptos, ellos se equiparan a opiniones, a consejos, a pautas de 
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acción, a puntos de vista, a recomendaciones que emite la administración pero que 
dejan al administrado en libertad para seguirlos o no”. 

 
Ahora bien, una vez realizadas las anteriores precisiones, se suministrarán las herramientas 
de información y elementos conceptuales necesarios que le permitan absolver las inquietudes 
por usted manifestadas, como sigue: 
 
 

4. FACULTADES DE LA SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO EN 
MATERIA DE PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR 

 
La Superintendencia de Industria y Comercio, según lo disponen los numerales 22 al 31, 42 al 
46 y 61 al 66 del artículo 1 del Decreto 4886 de 2011, a través del cual se modificó la estructura 
de la Entidad, en materia de protección al consumidor, tiene entre otras las siguientes 
facultades: 
 

• Velar por la observancia de las disposiciones sobre protección al consumidor. 

• Adelantar procedimientos por violación al régimen de protección del consumidor, en 
ejercicio de funciones administrativas y jurisdiccionales.  

• Imponer sanciones por violación al régimen de protección al consumidor, una vez 
surtida una investigación. 

• Impartir instrucciones en materia de protección al consumidor con el fin de establecer 
criterios y procedimientos que faciliten el cumplimiento de las normas. 

 

 

4. CONSIDERACIONES EN TORNO A LA CONSULTA PRESENTADA 

La garantía de los equipos terminales móviles (ETM) procede bajo los parámetros del Estatuto 
del Consumidor (ley 1480 de 2011) y cuenta con el término de la garantía legal de los ETM 
nuevos al no indicarse expresamente por el productor y/o proveedor será de un año. Ahora 
bien, los ETM usados en los que haya expirado el término de la garantía legal, podrán ser 
vendidos sin garantía, siempre y cuando el vendedor informe al usuario de tal situación al 
comprador y este debe aceptarla por escrito, en caso contrario ante el silencio del vendedor 
se entenderá que el ETM usado tiene garantía de tres (3) meses. 
 
De conformidad con la Ley 1480 de 2011, a los proveedores y productores de los bienes y 
servicios les corresponde el cumplimiento de obligaciones que permitan la protección de los 
derechos de los consumidores, entre ellas, la de entregar el producto de conformidad con las 
condiciones que establece la garantía legal, las que se ofrezcan y las habituales del mercado.  
 
Cuando se presenten inconsistencias en las condiciones de calidad e idoneidad en los equipos 
terminales móviles, el consumidor afectado podrá solicitar directamente ante el proveedor, 
distribuidor o ante el productor del equipo la efectividad de la garantía correspondiente, esto 
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es, que se cumplan las condiciones de calidad e idoneidad ofrecidas por el productor, 
distribuidor o expendedor, al proponer la prestación del servicio o la adquisición del bien. 
 
El proveedor del servicio debe entregar al consumidor de manera escrita la sustentación de 
las razones por las que niega la solicitud de efectividad de garantía y las pruebas que 
justifiquen su decisión, entre ellas, el producto en reclamación, lo cual permitirá al consumidor 
aportarlas al proceso si decidiera ejercer la acción jurisdiccional. 
 
A continuación, procedemos a mencionar las consideraciones de orden constitucional, legal, 
jurisprudencial y doctrinal, en el marco del interrogante planteado en su solicitud. 
 
4.1. GARANTÍA DE LOS EQUIPOS TERMINALES 
 
El artículo 2.1.1.2.2., de la Resolución CRC 5050 de 20161 señala lo siguiente: 
 

“2.1.1.2.2. Libre elección. En todo momento, corresponde exclusivamente al usuario 
elegir el operador, los planes, los servicios y los equipos utilizados para acceder al 
servicio. En ningún caso se puede presumir su voluntad o consentimiento.” 

 
La elección de planes y de equipos terminales corresponde exclusivamente al usuario, así 
como del proveedor del servicio con quien decida contratar cualquiera de los servicios de 
comunicaciones. El usuario deberá tener en cuenta que al momento de la adquisición del 
equipo terminal lo haga en un lugar autorizado para la venta de equipos terminales móviles. 
 
El Estatuto del Consumidor (Ley 1480 de 2011) regula, entre otros aspectos, las materias 
relacionadas con la idoneidad, la calidad y las garantías de los productos y servicios, en 
general, y la responsabilidad de sus productores, expendedores y proveedores frente a las 
mismas. 
 
El artículo 5 de la Ley 1480 de 2011 señala las siguientes definiciones: 
 

“1. Calidad: Condición en que un producto cumple con las características inherentes 
y las atribuidas por la información que se suministre sobre él; 
 
5. Garantía: Obligación temporal, solidaria a cargo del productor y el proveedor, de 
responder por el buen estado del producto y la conformidad del mismo con las 
condiciones de idoneidad, calidad y seguridad legalmente exigibles o las ofrecidas. 
La garantía legal no tendrá contraprestación adicional al precio del producto. 
 

 
1 Resolución que incorpora la Resolución CRC 5111 de 2017. 
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6. Idoneidad o eficiencia: Aptitud del producto para satisfacer la necesidad o 
necesidades para las cuales ha sido producido o comercializado”. 

 
Siempre que se presenten fallas o daños relacionados con las condiciones de calidad e 
idoneidad, las cuales deben estar garantizadas, en relación con los bienes o servicios 
adquiridos, el consumidor afectado podrá solicitar directamente ante el proveedor o distribuidor 
o ante el productor del bien o servicio respectivo la efectividad de la garantía correspondiente, 
esto es, que se cumplan las condiciones de calidad e idoneidad ofrecidas por el productor, 
distribuidor o expendedor, al proponer la prestación del servicio o la adquisición del bien. 
 
Por su parte, el artículo 11 de la precitada ley señala lo siguiente: 
 

“Aspectos incluidos en la garantía legal. Corresponden a la garantía legal las 
siguientes obligaciones: 
 
1. Como regla general, reparación totalmente gratuita de los defectos del bien, 
así como su transporte, de ser necesario, y el suministro oportuno de los 
repuestos. Si el bien no admite reparación, se procederá a su reposición o a la 
devolución del dinero; 
 
2. En caso de repetirse la falla y atendiendo a la naturaleza del bien y a las 
características del defecto, a elección del consumidor, se procederá a una 
nueva reparación, la devolución total o parcial del precio pagado o al cambio 
parcial o total del bien por otro de la misma especie, similares características o 
especificaciones técnicas, las cuales en ningún caso podrán ser inferiores a las 
del producto que dio lugar a la garantía; 
 
(…) 
 
4. Suministrar las instrucciones para la instalación, mantenimiento y utilización 
de los productos de acuerdo con la naturaleza de estos; 
 
5. Disponer de asistencia técnica para la instalación, mantenimiento de los 
productos y su utilización, de acuerdo con la naturaleza de estos. La asistencia 
técnica podrá tener un costo adicional al precio. 
 
(…) 
 
7. Contar con la disponibilidad de repuestos, partes, insumos, y mano de obra 
capacitada, aun después de vencida la garantía, por el término establecido por 
la autoridad competente, y a falta de este, el anunciado por el productor. En 
caso de que no se haya anunciado el término de disponibilidad de repuestos, 
partes, insumos y mano de obra capacitada, sin perjuicio de las sanciones 
correspondientes por información insuficiente, será el de las condiciones 
ordinarias y habituales del mercado para productos similares. Los costos a los 
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que se refiere este numeral serán asumidos por el consumidor, sin perjuicio de 
lo señalado en el numeral 1 del presente artículo. 
 
(…) 
9. En los casos de prestación de servicios que suponen la entrega de un bien, 
repararlo, sustituirlo por otro de las mismas características, o pagar su 
equivalente en dinero en caso de destrucción parcial o total causada con 
ocasión del servicio defectuoso. Para los efectos de este numeral, el valor del 
bien se determinará según sus características, estado y uso”. 

 
En consecuencia, mientras las garantías referidas a las condiciones de calidad e idoneidad de 
un bien o un servicio se encuentren vigentes, no le es permitido al productor, proveedor o 
expendedor cobrar suma alguna al consumidor por los siguientes conceptos: a) La asistencia 
técnica que sea indispensable prestar para hacer posible la utilización del producto; y b) Por 
los gastos y costos que implique la reparación del bien por fallas de calidad e idoneidad, 
incluidos los repuestos y el transporte del bien para su reparación y posterior devolución al 
consumidor, en los casos en que la naturaleza del bien permita su reparación sin alterar su 
esencia (calidad e idoneidad). En estos casos si, una vez reparado el bien, la falla persiste, 
podrá pedirse al productor, proveedor o expendedor el cambio del bien por otro, si aún se 
encuentra dentro del término de la garantía y si no existe pacto expreso en contrario. 
 
Ahora bien, el artículo 2.2.2.32.2.2., del Decreto 1074 de 2015 señala lo siguiente, respecto la 
decisión del productor o expendedor: 
 

“Decisión del productor o expendedor. De conformidad con lo dispuesto en el literal 
C. del numeral 5 del artículo 58 de la Ley 1480 de 2011, cuando se niegue o se haga 
efectiva una garantía legal, el productor o el expendedor, según corresponda, debe 
expresar por escrito y de manera sustentada las razones para aceptarla, hacerla 
efectiva de forma diferente a la solicitada o negarla, con las pruebas que justifiquen 
su decisión. El escrito y las pruebas deben ser entregados al consumidor al momento 
de informarle la decisión correspondiente.  

 

El término para resolver la reclamación directa presentada por el consumidor 

empezará a contarse a partir del día siguiente en que el consumidor presente la 

solicitud de efectividad de la garantía legal con los requisitos establecidos en el 

artículo 2.2.2.32.2.1., del presente Decreto.  
 
Parágrafo. En los casos de efectividad de la garantía legal, de acuerdo con lo 
establecido en el numeral 1 del artículo 11 de la Ley 1480 de 2011, como regla 
general, procederá la reparación totalmente gratuita de los defectos del bien y el 
suministro oportuno de los repuestos. Si el bien no admite reparación, se procederá 
a su reposición o a la devolución del dinero.” 

 

En conclusión, el proveedor del servicio debe entregar al consumidor de manera escrita la 
sustentación de las razones por las que niega la solicitud de efectividad de garantía y las 



 

6 
 

pruebas que justifiquen su decisión, entre ellas, el producto en reclamación, lo cual permitirá 
al consumidor aportarlas al proceso si decidiera ejercer la acción jurisdiccional.   
 
5. ACCIONES JURISDICCIONALES EN MATERIA DE PROTECCIÓN AL 
CONSUMIDOR  
 
La Ley 1480 de 2011, en su artículo 56 establece distintas acciones jurisdiccionales que 
pueden ser ejercidas por los consumidores ante el incumplimiento de las normas contenidas 
en dicha norma, entre ellas se encuentran:  
 

• Acciones populares o de grupo previstas en la Ley 472 de 1998, ante la jurisdicción 
ordinaria o contencioso administrativa según el caso,  

• Acción de responsabilidad por producto defectuoso, ante la jurisdicción ordinaria,  

• Acción jurisdiccional de protección al consumidor  
 
El citado artículo 56 establece:  
 

“ARTÍCULO 56. ACCIONES JURISDICCIONALES. Sin perjuicio de otras 
formas de protección, las acciones jurisdiccionales de protección al consumidor 
son:  
“1. Las populares y de grupo reguladas en la Ley 472 de 1998 y las que la 
modifiquen sustituyan o aclaren.  
“2. Las de responsabilidad por daños por producto defectuoso, definidas en 
esta ley, que se adelantarán ante la jurisdicción ordinaria.  
“3. La acción de protección al consumidor, mediante la cual se decidirán los 
asuntos contenciosos que tengan como fundamento la vulneración de los 
derechos del consumidor por la violación directa de las normas sobre 
protección a consumidores y usuarios, los originados en la aplicación de las 
normas de protección contractual contenidas en esta ley y en normas 
especiales de protección a consumidores y usuarios; los orientados a lograr 
que se haga efectiva una garantía; los encaminados a obtener la reparación de 
los daños causados a los bienes en la prestación de servicios contemplados en 
el artículo 19 de esta ley o por información o publicidad engañosa, 
independientemente del sector de la economía en que se hayan vulnerado los 
derechos del consumidor.  
“PARÁGRAFO. La competencia, el procedimiento y demás aspectos 
procesales para conocer de las acciones de que trata la Ley 472 de 1998 serán 
las previstas en dicha ley, y para las de responsabilidad por daños por producto 
defectuoso que se establece en esta ley serán las previstas en el Código de 
Procedimiento Civil.  
 



 

7 
 

“En las acciones a las que se refiere este artículo se deberán aplicar las reglas 
de responsabilidad establecidas en la presente ley.”  

 
En relación con las que se pueden adelantar ante esta Superintendencia tenemos que, de 
conformidad con la Ley 1480 de 2011(Estatuto del Consumidor) y el Decreto 4886 de 2011 
(por el cual se modificó la estructura de la Superintendencia de Industria y Comercio), la 
Entidad, en ejercicio de sus facultades jurisdiccionales, es competente para adelantar la acción 
de protección al consumidor en los siguientes eventos:  
 

a) los orientados a lograr que se haga efectiva una garantía;  

 

b) los que tengan como fundamento la vulneración de los derechos del consumidor por la 
violación directa de las normas sobre protección a consumidores y usuarios;  

 

c) los originados en la aplicación de las normas de protección contractual contenidas en esta 
ley y en normas especiales de protección a consumidores y usuarios;  

 
d) los encaminados a obtener la reparación de los daños causados a los bienes en la 
prestación de servicios que supongan la entrega de un bien o por información o publicidad 
engañosa, independientemente del sector de la economía en que se hayan vulnerado los 
derechos del consumidor.  
 
La competencia para conocer de los asuntos jurisdiccionales de protección al consumidor es 
a prevención, es decir, no es una competencia exclusiva de la Superintendencia de Industria 
y Comercio, toda vez que para conocer de estos asuntos también son competentes los jueces 
civiles, tanto municipales como del circuito, de acuerdo con las normas sobre competencia 
contenidas en el Código de Procedimiento Civil. La competencia a prevención implica que el 
demandante tiene la posibilidad de escoger el Juez competente, es decir, puede escoger entre 
promover la demanda ante la Superintendencia de Industria y Comercio o hacerlo ante los 
Jueces Civiles.  
 

5.1. Acción Jurisdiccional  
 
Para el ejercicio de la acción jurisdiccional de protección al consumidor, deberá presentarse 
una demanda, cumpliendo los requisitos de los artículos 75 y siguientes del Código de 
Procedimiento Civil y los especiales señalados en el artículo 58 de la Ley 1480 de 2011, con 
la que iniciará la acción judicial que se desarrollará según el procedimiento señalado en el 
artículo 58 citado, por lo cual es importante advertirle que a la demanda deberá acompañarse 
la reclamación directa hecha por el demandante al productor o proveedor, como requisito de 
procedibilidad, cumpliendo las siguientes reglas establecidas en la misma norma:  
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- La reclamación puede hacerse en forma escrita, de manera verbal o incluso de manera 
telefónica.  
 
- La reclamación realizada por medios electrónicos se considera una reclamación escrita.  
 
- La reclamación escrita podrá presentarse directamente ante el productor y/o proveedor o 
puede ser enviada por correo a la dirección del establecimiento de comercio donde el 
demandante adquirió el producto y/o a la dirección del productor del bien o servicio, caso en el 
cual deberá aportarse la constancia de envío por correo.  
 
- Cuando la pretensión principal sea que se cumpla con la garantía, se repare el bien o servicio, 
se cambie por uno nuevo de similares características, se devuelva el dinero pagado o en los 
casos de prestación de servicios que suponen la entrega de un bien, cuando el bien sufra 
deterioro o pérdida, la reposición del mismo por uno de similares características o su 
equivalente en dinero, se deberá identificar el producto, la fecha de adquisición o prestación 
del servicio y las pruebas del defecto. Cuando la reclamación sea por protección contractual o 
por información o publicidad engañosa, deberá anexarse la prueba documental e indicarse las 
razones de inconformidad.  
 
- El productor y/o proveedor tiene un plazo máximo de quince (15) para dar respuesta.  
 
- En aquellos casos en los cuales el proveedor y/o productor se niegue a recibir la reclamación, 
el consumidor demandante deberá manifestarlo bajo juramento en su demanda y, si es del 
caso, acompañar la constancia del envío por correo de la reclamación.  
 
- Para efectos del proceso jurisdiccional, la conducta consistente en negarse a recibir la 
reclamación se tendrá en cuenta como indicio grave en contra del demandado.  
 
- Realizado lo anterior y habiendo transcurrido 15 días sin que se le haya dado respuesta 
definitiva al consumidor o está no corresponda a las prescripciones legales, podrá presentar 
una demanda ante la Superintendencia de Industria y Comercio o el juez competente.  
 
Aunado a lo anterior si el consumidor decide promover una acción jurisdiccional de protección 
al consumidor, debe tener en cuenta los siguientes aspectos: 
 
• La demanda debe cumplir con los requisitos previstos en el 58 de la Ley 1480 de 2011 
en armonía con el artículo 82 del Código General del Proceso. 
 
• El proceso, que es de tipo verbal sumario, se rige por las reglas especiales consagradas 
en el artículo 58 de la Ley 1480 de 2011. 
 
• La competencia para conocer de la acción de protección al consumidor es a prevención, 
por lo cual el consumidor podrá elegir si presenta la demanda ante la jurisdicción ordinaria o 
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ante la Superintendencia de Industria y Comercio, de conformidad con el artículo 24 del Código 
General del Proceso. 
 
• En caso de que la demanda sea de mínima cuantía, esto es, que las pretensiones no 
excedan de 40 salarios mínimos no se requiere de abogado. En caso de que las pretensiones 
sean superiores a ese valor, se requerirá de abogado. (Artículo 25 del Código General del 
Proceso). 
 
• Se debe presentar dentro del año siguiente al vencimiento de la garantía cuando se 
trate de la efectividad de la misma, o dentro del año siguiente a la terminación del contrato 
cuando se refiera a controversias contractuales, o en los demás casos, dentro del año siguiente 
a la fecha en que el consumidor conoció de los hechos que dan lugar a la reclamación. 
(Numeral 3 artículo 58 Ley 1480 de 2011) 
 
En ese orden de ideas, esperamos haber atendido satisfactoriamente su consulta, reiterándole 
que la misma se expone bajo los parámetros del artículo 28 de la Ley 1437 de 2011, esto es, 
bajo el entendido que la misma no compromete la responsabilidad de esta Superintendencia 
ni resulta de obligatorio cumplimiento ni ejecución.  
 
En la Oficina Asesora Jurídica de la Superintendencia de Industria y Comercio estamos 
comprometidos con nuestros usuarios para hacer de la atención una experiencia de calidad. 
Por tal razón le invitamos a evaluar nuestra gestión a través del siguiente link 
http://www.encuestar.com.co/index.php/2100?lang=esQ 
 
Finalmente le informamos que algunos conceptos de interés general emitidos por la Oficina 
Jurídica, los puede consultar en nuestra página web http://www.sic.gov.co/Doctrina-1 
 
 
Atentamente, 
 
 
 
MARIA ISABEL SALAZAR ROJAS 
JEFE OFICINA ASESORA JURÍDICA  
 
Elaboró: Carolina García 
Revisó: Gabriel Turbay / Ximena Pantoja 
Aprobó: María Isabel Salazar Rojas 
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